	Fecha
	23 de diciembre de 1955
	Sesión número
	69

	Motivo: Amparo

	Recurrente: MIGUEL ROJAS CASTILLO

	Recurrido: JEFE POLÍTICO DE CAÑAS 

	Objeto del recurso: El recurrente impugna la orden de cierre de su negocio emitida por el recurrido.

	Parte dispositiva
	La Corte declinó la competencia. VS de los Magistrados Ramírez, Ávila, Bejarano y Trejos.


N° 69

SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veintitrés de diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, con asistencia inicial de los Magistrados Baudrit (Presidente), Elizondo, Quirós, Ramírez, Acosta, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez y del suplente González Sibaja.
Artículo X
Se conoció del recurso de Amparo establecido por el señor MIGUEL ROJAS CASTILLO contra el Jefe Político del Cantón de Cañas, a quien atribuye el hecho irregular de cerrarle por medio de la Guardia Civil su negocio comercial y pararle un motor que tiene en servicio del mismo negocio, por haberse quejado un vecino del ruido que producía ese implemento. Dice el recurrente, además, que la disposición contraría la libertad de comercio que le garantiza la Constitución Política. El Juez de Cañas, por resolución de las ocho horas del quince de noviembre último, declaró con lugar el recurso; y venido en apelación el asunto a la Sala Primera Penal, por resolución de las quince horas y treinta y cinco minutos del dos de este mes, anuló la resolución recurrida, por considerar que el Juez de Cañas era incompetente para conocer del negocio, y resolvió que la decisión del caso corresponde a esta Corte, de conformidad con el artículo 6° en relación con el 4° de la Ley de Amparo, por considerar la Sala que la orden de que se queja el recurrente había emanado del señor Ministro de Gobernación. 

Previa deliberación, por mayoría se dispuso devolver el expediente a la Sala Primera Penal para que se pronuncie sobre el fondo del asunto, por ser de su competencia, dado que la orden impugnada emanó del Jefe Político de Cañas y no del señor Ministro de Gobernación, porque las instrucciones dadas por este alto funcionario al Jefe Político fueron las de pedirle al señor Rojas que aminorara el ruido del motor y lo apagara a más tardar a las diez de la noche, pues de lo contrario tendría que aplicarse la disposición del artículo 296 del Código Sanitario, que impide el funcionamiento de instalaciones industriales que causen incomodidad manifiesta al vecindario, por ruidos u otras causas, incluso que si el señor Rojas se negare a toda cooperación, cabría aplicar el artículo 132 del Código de Policía. De tal suerte que, si el Jefe Político hubiere traspasado, como afirma el recurrente, los límites de las instrucciones recibidas, es el Juez del lugar a quien corresponde conocer del asunto, de acuerdo con el párrafo final del artículo 6° de la Ley de Amparo.

El Magistrado Jugo votó en el mismo sentido, para que conozca la Sala únicamente en cuanto al punto del cierre del negocio decretado por la autoridad política ya citada.
Los Magistrados Ramírez, Ávila, Bejarano y Trejos se pronunciaron negativamente, por considerar que es a la Corte a la que corresponde el conocimiento del asunto, de acuerdo con el artículo 4° de la Ley de Amparo.
